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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

SALA DUAL QUINTA DE DECISIÓN

Bogotá D.C., seis (6) de octubre de dos mil once (2011)

Magistrado Ponente Doctor: JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

Radicación No. 50001110200200900220  01

Aprobado Según Acta No. 19 de la misma fecha

Asunto: apelación sentencia sancionatoria.

Decisión: Decreta Nulidad

OBJETO DE LA DECISIÓN

Procede la Sala Dual Quinta de Decisión a resolver el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 18 de marzo de 2011 por Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta
, mediante la cual sancionó al abogado HERNÁN BACCA CALDERÓN con SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión por el término de dos (2) meses, al hallarlo responsable de incurrir en las faltas disciplinarias contempladas en los artículos 35.1 y 37.1 de la Ley 1123 de 2007.

ANTECEDENTES

La presente investigación tiene origen en la queja formula el 13 de mayo de 2009
, por el señor JAIME TEJEIRO RIOS, en representación del “Conjunto C - Multifamiliares Centauros”, mediante la cual solicitó investigar al togado BACCA CALDERÓN por los siguientes hechos:

Su representada celebró contrato de prestación de servicios con el abogado con el fin de obtener el pago de la cartera morosa y “…a principios del mes de junio del año inmediatamente anterior, en la única reunión que celebró con la nueva Junta Directiva… renunció verbalmente… el 18 de julio de 2009, se le aceptó dicha renuncia en oficio firmado por el presidente…”.

Indicó que el informe presentado por el togado estaba incompleto, pues “…no se sabía en qué juzgado se encontraban cada uno de los cobros del conjunto y no aparecía en que estado se encontraban… no se puede vislumbrar que fue lo secuestrado, donde se encontraban dichos bienes, en otros no se sabe cuando habla de medida cautelar que clase de medida, en que estado se encuentra con claridad dicho proceso…”.

Manifestó que los procesos ejecutivos seguidos contra los señores ÓSCAR H. SALAMANCA MOJICA, CLARINE ADRIANA BARRETO y SANDRA LIBERATO CARDOZO, se encuentran inactivos desde el año 2007, aunado a que en algunos casos pretende el cobro de honorarios sin que haya realizado alguna gestión, citando como ejemplo la obligación del señor HERNÁN ALBARRACIN, quien “…estaba adeudando cuando se le envió a cobro jurídico la suma de $84.000, no le canceló suma alguna al denunciado y este pretende que el conjunto le cancele por este nulo cobro la suma de $91.400…”.

Por último, señaló que el togado pretende el cobro de unos honorarios mediante un proceso ejecutivo laboral, correspondiente a una gestión que no realizó.

ACTUACIÓN PROCESAL

El a quo, luego de acreditar la condición de abogado del denunciado
, mediante auto del 26 de mayo de 2009
 dispuso abrir investigación disciplinaria conforme a lo establecido en el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007 y señaló como fecha para efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas y calificación provisional el día 5 de agosto de 2009.

En la fecha anunciada se instaló la audiencia con presencia del quejoso y el togado denunciado, quien rindió versión libre en los siguientes términos: “…me permito referirme a los hechos planteados por el accionante… al respecto manifiesto que antes de acudir ante cualquier jurisdicción envié cuentas de cobro al administrador pero las mismas fueron objetadas, además yo acudo ante la respectiva jurisdicción a cobrar lo que creo se me adeuda y en dicha gestión la administración tiene derecho a la defensa y es allí donde debe alegar el cobro de lo no debido… Ahora, manifiesto que yo no renuncié, en una reunión manifesté mi intención de dejar a disposición de la administración la continuidad o no de la gestión de recuperación del cobro de cartera morosa y cualquier otra interpretación que se le quiera dar no tiene el alcance de ser renuncia de ello hice claridad es escrito de fecha 23 de julio de 2008… además a ese respecto la renuncia debe ser por escrito… y si bien se me quiso entregar un escrito firmado por la presidente en el que decía que se me terminaba el contrato ese escrito no lo recibí puesto que no tenía la postetad para dar por terminado el proceso puesto que es el administrador como representante legal el que tiene la facultad… que no fue bien recibida y así lo expresé en comunicación del 23 de julio de 2008 que fue recibida por la administración…”.

De otro lado, señaló que el informe presentado contenía algunos aspectos básicos, pero que igualmente estuvo a disposición de aclarar cualquier duda al respecto. En cuanto a la inactividad de los procesos, adujo que ello obedeció a los errores en la contabilidad del conjunto, por lo que la anterior administradora le solicitó parar el cobro ejecutivo “…pues algunas personas habían pagado, estaban al día y las estaban mandando para el respectivo cobro...”.

Indicó además que no se tenía una base de datos con la información de los propietarios de los apartamentos, los cuales en su gran mayoría se encontraban afectados con patrimonio de familia o vivienda familiar, por lo que le señaló a la administradora que ello se podía levantar con otro proceso distinto al ejecutivo “…pero ante los costos que se les planteó dijeron que esperáramos a ver qué sucedía… tengo soporte documental en la que la administradora me solicitó que detuviera el cobro… porque una señora que estaba ejecutando aportó unos recibos…”.

Reiteró que fue la administración la que generó todo el problema, “…pues no utilizó los canales directos para ver si se podía encontrar una solución por el contrario con fecha 11 de julio de 2009 le cuestionó que por comentarios me entere que van a sacar al abogado, ellos nunca se preocuparon por ir preguntar que pasaba, y los informes que yo presentaba los hacía a mutuo propio…”.

Siguió señalando que presentó las respectivas cuentas de cobro y ante la ausencia de respuesta positiva por parte de la administración, promovió el respectivo proceso ejecutivo laboral para obtener el pago de lo que, a su juicio, le adeudaban, dentro del cual el quejoso tenía derecho a defenderse.

Refirió que la misma administración le solicitó no seguir adelante con los procesos ejecutivos y respecto de los señalados en la queja adujo que su inactividad obedeció a la orden emitida por su poderdante en tal sentido. En efecto señaló “…me dijo páreme todos los procesos, de manera informal el señor EDGAR LÓPEZ… me dice que mucha gente de la que usted tiene se está presentando con recibos y nosotros no tenemos copias de esos recibos… me dijo paremos esos procesos hasta que organicemos esa situación, en ese tiempo estaba como secretaria de la administración la señora ZULEY VIVIANA RAMÍREZ ALGARRA, a ella le consta sobre estos hechos, cuando fui enterado de que se me habían iniciado los procesos disciplinarios hablé con ella, y ella me dijo eso es totalmente falso usted hizo lo que la administración le estaba diciendo, que dejara eso quieto, para tener una seguridad de lo que estaba diciendo le solicité que fuera a una notaría y expusiera ante notario y es así que tengo en mi poder un documento fechado a 22 de julio de 2009… en el cual depone al respecto…”.

A continuación el quejoso se ratificó y amplió su denuncia en los siguientes términos: “...me sostengo en la queja puesta y en lo que más me basó yo es en la gestión hecha por el doctor BACCA y los dos abogados que tiene ahora el cobro, pueden dar fe de cómo estaban los procesos encomendaos al doctor BACCA, los doctores HELMUT BOJACÁ y la doctora MARISOL BARAJAS… ellos en su averiguaciones tuvieron conocimiento de los casos que se encontraban archivados… igualmente la parte de los honorarios que nos está cobrando el doctor BACCA dice que deben ser cancelados por los morosos y no por la administración… él dice que anteriores administradores le habían solicitado parar los procesos… y en eso tengo claridad que el conjunto tenía una desorganización porque los administradores recaudaban y había una desorganización en eso, pero el punto al que yo voy es que en el momento en que EDGAR LÓPEZ el anterior administrador le pasó un listado de las personas que estaban morosas, si el paró el proceso y no hizo nada, pretende cobrar unos honorarios de unos procesos que están en la queja que no solamente son esas personas, sino son muchas más personas que tienen una deuda y nunca tuvieron deuda y que nunca se hizo ningún proceso y que el abogado pretende cobrar honorarios y honorarios por encima de las deudas que tienen esas personas… en un listado que nos pasó el propio abogado nos pasó el valor de la deuda y el valor de los honorarios …”.

En esa misma oportunidad el Seccional de Instancia calificó provisionalmente la conducta del abogado en las faltas establecidas en los artículos 35.2 y 37.1 de la Ley 1123 de 2007 y dispuso escuchar el testimonio de los señores (i) EDGAR LÓPEZ y (ii) ZULEY VIVIANA RAMÍREZ ALGARRA; para esos efectos se suspendió la audiencia fijando como fecha para su continuación el 15 de setiembre de 2009, oportunidad en la cual no se llevó a cabo porque el “…Magistrado sustanciador se encuentra practicando audiencia dentro de otro radicado disciplinario…”
.

La audiencia se continuó el 3 de diciembre de 2009
, con presencia del togado, oportunidad en la cual se recibió el testimonio de la señora ZULEY VIVIANA RAMÍREZ ALGARRA, quien manifestó “…yo fui secretaria del Conjunto Multivienda los Centauros, durante 13 meses… durante ese tiempo comenzamos a trabajar y la cartera estaba muy desordenada… durante ese tiempo el doctor BACCA estaba llevando los procesos jurídico y prejurídico, pero cuando nosotros llegamos había un desorden en lo que es la contabilidad… nosotros con el administrador EDGAR LÓPEZ comenzamos a arreglar esa situación bajando unos recibos de copia de un zarzo que había en la oficina… durante esos tres meses que comenzamos a arreglar hubo muchos errores, empezó a salir todo mal, nos dimos cuenta que se estaba cobrando a personas que estaban totalmente al día, por eso se tomó la determinación de parar los procesos… nosotros decidimos parar la cartera fue por esa razón, por eso el doctor BACCA no siguió, y habían muchas personas que estaban en jurídica y ellos mostraban todos sus soportes…”.
PLIEGO DE CARGOS

A continuación, el a quo, ante la ausencia del otro testigo citado, procedió a calificar jurídicamente la actuación con formulación de cargos en los siguientes términos: “…dentro del presente instructivo… aparece las cuentas de cobro presentadas por el abogado…. el 11 de agosto de 2008 por concepto de cláusula penal por la terminación unilateral del contrato de prestación de servicios, y de igual manera otra cuenta con la misma fecha por concepto de honorarios en la que relata en detalle cuales eran los montos que aspiraba fueran reconocidos, efectivamente en la lista de honorarios refiere al señor ALBARRACIN… el cual según el decir del administrador rebasa la cifra adeudaba… teniendo en cuenta que el cobro se había efectuado un menor valor… hasta el momento como se ha plateado el abogado inculpado efectivamente podría encontrase incurso en las faltas contenidas en el artículo 35.2 de Ley 1123 de 2007 que prescribe “artículo 35, son faltas contra la honradez de abogado: exigir u obtener honorarios que superen la participación correspondiente al cliente”, esta falta se tipificaría en la medida que la cuenta de cobro presentada por el doctor BACCA CALDERON a Multifamiliar… contiene un cobro que desborda lo pactado o mejor la ejecución por él realizada como abogado de la copropiedad… si se tiene en cuenta que la suma de $84.000 que pudo haber cobrado del señor ALBARRACIN en muy inferior a los honorarios que suman $91.400, luego entonces esta acción, el solo documento que presenta como cuenta cobro… nos permite inferir la tipificación de esta conducta…”.

De otro lado, también consideró “…la eventual responsabilidad que le pueda asistir al doctor BACCA… en la falta del artículo 37.1 de la Ley 1123 de 2007… porque se presentó el descuido por parte del abogado inculpado con respecto a los cobros que debía realizar…”.

Imputaciones que calificó “…en la conducta de la modalidad del dolo, puesto que este tipo de conductas no admiten la culpa… y se constituye en un estado grave…”.

A continuación, el togado solicitó nuevamente el testimonio del señor EDGAR LÓPEZ, petición a la que accedió el a quo, quien de oficio dispuso requerir al quejoso los soportes de la cuenta de cobro que presentó el inculpado y fijó como fecha para la audiencia de Juzgamiento el día 28 de enero de 2010.

Se instaló en la fecha anunciada con presencia del togado, oportunidad en la cual se incorporó la información solicitada y, ante la inasistencia del testigo, el inculpado renunció al mismo y presentó sus alegatos de conclusión solicitando su absolución de los cargos formulados.

Mediante auto del 25 de junio de 2010
, el a quo de oficio decretó la nulidad de la actuación a partir, inclusive, desde la diligencia del 28 de enero de 2010, al existir una indebida adecuación típica en lo que atañe a la falta a la honradez del abogado “…pues el tipo disciplinario sobre el cual debe analizarse el comportamiento antiético del profesional encartado, es el contenido en el numeral 1 del artículo 35 de la ley 1123 de 2007, en el entendido que presuntamente, pretendió de su cliente una remuneración desproporcionada a su trabajo profesional…”, y, en consecuencia, dispuso convocar a nueva audiencia de juzgamiento “…con el fin de variar los cargos enrostrados…”.

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

Se instaló nuevamente el 13 de octubre de 2010
, con presencia del togado, oportunidad en la cual el Seccional de Instancia, procedió a variar los cargos formulados en los siguientes términos: “…teniendo en cuenta que dentro del presente proceso con fecha 25 de junio del año que trascurre se decretó una nulidad en razón a la inadecuada adecuación típica de la conducta atribuida a doctor BACCA CALDERON… procede el despacho a rehacer la audiencia de calificación definitiva y adecuar la conducta… en el entendido de que las pruebas recogidas guardan su vigencia por economía procesal (…). Conforme se expusieron los hechos en el escrito de queja… encontramos que los hechos de la queja se estructuran en el sentido de indicar que el doctor… se excedió en el cobro de unos honorarios presentando unas cuentas de cobro en las que se relacionaba unas cuentas de cobro que no se habían efectuado y que por consiguiente no tenía derecho a ese pago proporcional… dicha conducta se adecua en el tipo contenido en el artículo 35 numeral 1°… el verbo rector que encuadra la conducta que aquí se le endilga al doctor BACCA CALDERON se deriva de exigir al cliente una remuneración o beneficio desproporcionado a su trabajo puesto que sin haberse concluido o materializado la labor a él encomendada presentaba unas cuentas cobro donde cobraba unos honorarios que no habían ingresado materialmente a las arcas de la administración del condominio… se atribuye en la modalidad del dolo, puesto para que proceder en tal sentido se requiere buscar una intención…”.

De otro lado, señaló “...advirtió el quejoso que el doctor BACCA CALDERON dejó de ejercitar oportunamente la acciones que le habían sido encomendadas al punto que no accionó ante la jurisdicción civil las diferentes demandas… llevando con ello una lentitud en ese manejo de ese tipo de asuntos que implican una ejecución o cuidado inmediato… esa conducta se tipifica en el numeral 1 del artículo 37 de la Ley 1123… pues el doctor dejó de presentar la demandas ejecutivas, luego de haber tratado de hacer el cobro persuasivo a los moradores… conducta en la que pudo haber incurrido en la modalidad de la culpa… pues bien pudo venir del olvido… o por el hecho de aplazar las actuaciones...”.

A continuación, el togado solicitó tener como válidas las pruebas recaudadas en el trámite de la actuación y el a quo suspendió la audiencia, fijando como fecha para su continuación el 29 de noviembre de 2010, oportunidad en la cual no se llevó a cabo porque el Magistrado se encontraba en un encuentro académico.

La audiencia se reanudó el 15 de febrero de de 2011
, oportunidad en la cual el togado presentó sus alegatos de conclusión, solicitando la absolución de los cargos formulados, argumentando que las conductas imputadas no tienen fundamento fáctico, pues su poderdante no le informó sobre la reactivación de los procesos, además que cobró sus honorarios de acuerdo con la información que el cliente le suministró.

SENTENCIA APELADA

El 18 de marzo de 2011, el Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, profirió sentencia mediante la cual sancionó al togado con suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de dos (2) de meses, al hallarlo responsable de los cargos imputados.

Señaló el a quo que la controversia se derivó de la gestión encomendada al togado por parte de la administración del Conjunto Multifamiliar Centauros, la cual tenía por objeto recuperar la cartera morosa, correspondiente a cuotas de administración y demás expensas dejadas de cancelar por los copropietarios.

Indicó el Seccional de Instancia que el togado en el desarrollo de esa gestión, se obligó a cobrar la cartera morosa, primero prejudicialmente y en su defecto promoviendo la respectiva demanda ejecutiva, además, presentar informes cada 30 días, por lo cual cobraba unos honorarios equivalentes al 20% del valor recaudado.

Señaló que con ocasión la mencionada gestión el abogado recibió un listado de los morosos, quienes adeudaban un valor de $105.970.250 y pasó cuentas de cobro el 11 de agosto de 2008 por las sumas de $6.602.300, $3.000.000 y $16.139.200, en la cuales se incluyeron “…los apartamentos que no se encontraban en mora con la administración…”, conducta con la que incurrió en la falta prevista en el artículo 35.1 de la Ley 1123 de 2007.

De otro lado, manifestó que el profesional del derecho descuidó la gestión encomendada, la cual estaba dirigida, particularmente, a promover demandas ejecutivas con quienes no había prosperado el cobro prejurídico “…en tanto como lo indicó el quejoso y obra en la impresión del cartapantalla que informa de las actuaciones surtidas apenas en 3 de estos trámites ejecutivos adelantados ante el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Villavicencio se evidencia que los mismos se encontraban inactivos…”, cargo que no desvirtuó el inculpado dentro de la presente actuación, quien únicamente aportó para su defensa la declaración rendida por la señora ZULEY VIVIANA RAMÍREZ ALGARRA, la cual no pudo ser corroborada por el otro testigo señor EDGAR LÓPEZ.

Indicó que si bien el abogado argumentó que la inactividad de las actuaciones obedeció al cumplimiento de lo ordenado por la administración de la copropiedad dada en ese sentido, no logró probar tal afirmación, concluyendo que con ese comportamiento el togado incursionó en la falta del artículo 37.1 de la Ley 1123 de 2007.

Reiteró que en una actitud negligente el abogado “…aceptó un encargo profesional, pero dejó de hacer oportunamente las diligencias propias de la actuación profesional, descuidándolas; y además exigió a través de cuentas de cobro, incluso vía judicial ante un Juez Laboral, el pago de honorarios superiores a la participación que le correspondía al cliente; arremetiendo contra el buen nombre y honor de quienes ejercen la profesión del derecho…”. Finalizó indicando que la conducta del profesional del derecho reúne los requisitos establecidos en los artículos 9° de la Ley 599 de 2000, 4° y 5° de la Ley 1123 de 2007.

En lo que respecta a la sanción la impuso teniendo en cuenta lo establecido en los “…los incisos finales del los artículos 54 y 55 del Decreto 196 de 1971 en consonancia con los artículos 40 y 41 de la Ley 1123 de 2007…” (Sic a todo lo transcrito).

El 23 de mayo de 2011, el togado se notificó de la referida decisión, quien el 25 de ese mismo mes y año, la apeló
.

RECURSO DE APELACIÓN

En togado manifiesta que la obligación de presentar los informes de su gestión, cada 30 días, estaba supeditado a la existencia de una circunstancia que ameritara el mismo, situación no comprobada dentro del disciplinario, pues la orden de suspensión de los proceso provino de la misma administración. 

Respecto al cobro desproporcionado de honorarios adujo que la administración del referido conjunto le remitió la lista de la personas que se encontraban en mora, a partir de lo cual iba “…incrementando las cuotas y los intereses moratorios que se causaran a partir de la fecha del listado, con lo cual el valor del reporte inicial aumentaba y con éste el valor de los honorarios…”.

Indicó que al presentar las respectivas cuentas de cobro, las mismas no fueron objetadas, ni canceladas, razón por la cual decidió acudir ante la jurisdicción laboral para obtener su pago, por lo que no puede imputársele a él la negligencia de la administración pues no se actualizó la lista de morosos con los pagos que se habían realizado, incluyéndolos a todos dentro de sus honorarios.

Señaló además, que no se aprovechó de la necesidad, ignorancia o inexperiencia de su cliente, pues este siempre estuvo representado por una persona idónea, de acuerdo con lo normado en la Ley 675 de 2001.

Reiteró que fue la misma administración la que ordenó suspender los procesos ejecutivos, afirmación corroborada con lo dicho por la señora ZULEY VIVIANA RAMÍREZ, declaración que, a su juicio, debe tenerse como medio de prueba válido a las luces los artículos 84, 86 de la Ley 1123 de 2007 y 175 del Código de Procedimiento Civil.

Siguió señalando que lo anterior es verificado con el escrito que obra dentro de la actuación mediante al cual el representante legal de la copropiedad le solicitó la terminación de un proceso de una persona que no era morosa, pero que aparecía en su listado.

Reprochó que el Seccional de Instancia, no hubiese dispuesto lo pertinente para la práctica del testimonio del señor EDGAR LÓPEZ, quien fue el que dio la orden de suspender los procesos.

Por último, refirió que el proceso laboral fue adverso a sus intereses y afirmó que por éstos mismos hechos fue absuelto dentro del disciplinario No. 2009-00224, del cual aportó la respectiva copia.

CONSIDERACIONES

La Sala Dual Quinta de Decisión que forma parte de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer el presente asunto, en virtud a lo previsto por el Artículo 256 numeral 3° de la Constitución Política, el Artículo 112 numeral 4° de la Ley 270 de 1996, y el Acuerdo No. 075 del 28 de julio de 2011
, función que se cumple en armonía con el artículo 59 de la Ley 1123 de 2007.

No obstante lo competencia aludida, al estudiar el caso que ocupa la atención de la Sala, se encuentra la existencia de una causal de nulidad que invalida lo actuado, la cual será declarada de oficio, previas las siguientes consideraciones de la naturaleza fáctica, jurídica y probatoria:

Tenemos que los cargos por los cuales fue sancionado el profesional investigado se encuentran definidos en los artículos 35.1 y 37.1 de la Ley 1123 de 2007, así:

“…ARTÍCULO 35. Constituyen faltas a la honradez del abogado: 

1. Acordar, exigir u obtener del cliente o de tercero remuneración o beneficio desproporcionado a su trabajo, con aprovechamiento de la necesidad, la ignorancia o la inexperiencia de aquellos…”.

“…ARTÍCULO 37. Constituyen faltas a la debida diligencia profesional: 

1. Demorar la iniciación o prosecución de las gestiones encomendadas o dejar de hacer oportunamente las diligencias propias de la actuación profesional, descuidarlas o abandonarlas....”.

Para efectos de esclarecer los hechos objeto de la denuncia disciplinaria, entra la Sala a realizar unas consideraciones previas a esgrimir las razones por las cuales habrá de decretarse la nulidad de lo actuado.

De los medios de convicción allegados al proceso, se tiene que el doctor HERNÁN BACCA CALDERÓN fue contratado por el CONJUNTO MULTIFAMILIAR CENTAUROS con el propósito de “…recuperar cartera morosa, correspondiente a cuotas de administración y demás expensas dejadas de cancelar por los copropietarios…”.

Con ocasión de esa gestión encomendada, según se plasmó dentro de la sentencia de primera instancia, “…el abogado recibió un listado de los morosos, quienes adeudaban un valor de $105.970.250 y pasó cuentas de cobro el 11 de agosto de 2008 por las sumas de $6.602.300, $3.000.000 y $16.139.200, en la cuales se incluyeron “…los apartamentos que no se encontraban en mora con la administración…”, con lo cual, a juicio del Seccional de Instancia, incurrió en la falta disciplinaria prevista en el artículo 35.1 de la Ley 1123 de 2007.

Además, consideró el a quo que dicho “…profesional del derecho descuidó la gestión encomendada, la cual estaba dirigida, particularmente, a promover demandas ejecutivas con quienes no había prosperado el cobro prejurídico … cargo que no desvirtuó el inculpado dentro de la presente actuación, quien únicamente aportó para su defensa la declaración rendida por la señora ZULEY VIVIANA RAMÍREZ ALGARRA, la cual no pudo ser corroborada por el otro testigo señor EDGAR LÓPEZ…”.
No obstante, dentro del pliego de cargos no se había hecho una valoración suficiente sobre los supuestos fácticos que sustentaron la imputación, sumado a que, como lo advirtió el inculpado en su apelación, por estos mismos hechos fue absuelto dentro del disciplinario radicado bajo el número 2009-00224.

En efecto, si bien dentro de dicho proceso disciplinario mencionado por el inculpado solo se investigó y decidió la posible responsabilidad del abogado en relación con uno (1) de los cobros ejecutivos promovidos, del recuento procesal realizado, se puede advertir claramente que el Seccional de Instancia irrogó cargos disciplinarios al encartado por las conductas descritas en los artículos 35.1 y 37.1 de la Ley 1123 de 2007.

Sin embargo, al motivar fácticamente su decisión, limitó fácticamente los hechos a (i) el cobro excesivo de honorarios por presentar unas cuentas sin que hubiera logrado obtener el ingreso material del dinero a las arcas de su cliente, y (ii) la indiligencia por dejar de ejercitar oportunamente las acciones ejecutivas encomendadas; es decir, omitió señalar cuál o cuáles eran las cuentas de cobro específicas que presentó el togado, el monto determinado, así como precisar en qué casos omitió la formulación de demanda, si tenía poder para ello, por qué monto debía promover el cobro, entre otras cosas, circunstancias que tenían que ser definidas con claridad, a efectos de adecuar típicamente el comportamiento del togado a las normas antes señaladas.

Nótese que si bien el Magistrado Sustanciador efectuó un relato de la situación que consideró irregular, su motivación no fue suficiente de cara al objeto del proceso, ya que omitió dotar de sustento concreto las faltas irrogadas, lo cual dentro del proceso disciplinario es requisito indispensable para la validez de la actuación.

Súmese a lo anterior que si bien el Seccional de instancia dijo por cuál de los varios verbos rectores descritos en las normas irrogadas se investigaba al togado, en concreto, no precisó las circunstancias que permitían adecuar típicamente los hechos a las faltas, pues indistintamente señaló que el disciplinado presentó unas cuentas de cobro, sin definir el monto, y dejó de presentar las demandas ejecutivas, sin especificar en qué casos, respecto de qué deudor, por cuál monto y/o si tenía poder para ello. Así mismo manifestó que dejó de hacer oportunamente la diligencias propias de la gestión profesional y que descuidó la misma, sin indicar que gestiones omitió el profesional y cuáles descuidó, verbos rectores que traen consecuencias jurídicas diferentes.

Así las cosas, en este punto resulta importante destacar que constituye un elemento objetivo esencial del proceso disciplinario, de conformidad con el artículo 54 de la Ley 1123 de 2007, que la decisión por medio de la cual se le formulan cargos a un abogado contenga una motivación clara y precisa, esto es, que el operador jurídico considere una o varias situaciones fácticas, indicadas con suficiencia, como adecuadas típicamente a una o varias normas específicas.

De lo contrario, como ocurre en el sub lite, existirá una irregularidad sustancial que afecta el derecho de defensa, por indebida motivación del auto de cargos, ya que si bien se indicaron cuales eran las normas supuestamente infringidas, se omitió señalar, con la precisión y claridad exigida, por cuál o cuáles hechos se había incurrido en las faltas señaladas, es decir, no se dijo cuáles hechos se adecuaban típicamente a cada uno de los numerales de los artículos 35 y 37 de la Ley 1123 de 2007, así como los extremos temporales de las mismas.

Por lo tanto, nótese que la circunstancia referida, desnaturaliza totalmente la investigación disciplinaria, pues insístase no encuentra esta Corporación, cuáles son los sustentos concretos que motivaron la decisión de cargos en contra del abogado.

Cuando la calificación es incompleta, imprecisa, anfibológica, dilógica o ambigua, bien en cuanto al supuesto de hecho o a la consecuencia jurídica, constituye irregularidad sustancial, en tanto vuelve impreciso el cargo formulado y dificulta el debate en la fase del juzgamiento. Por lo tanto, se hace imperioso declarar la nulidad de lo actuado, por cuanto el operador disciplinario de primera instancia efectuó un pronunciamiento sobre los hechos investigados, pero de su argumentación no se deduce claramente cual es el exacto sentido y alcance de la decisión.

Entonces, como cualquier actividad sancionatoria en un Estado Social de derecho se erige sobre el principio de legalidad, como parte constitutiva de la garantía de seguridad jurídica, subsiste para el operador judicial el deber de precisar en forma concreta y clara el cargo que se hace al disciplinable, adecuando la conducta al tipo específico, que habrá de aplicarse, por lo que la indebida adecuación típica surgida de la incorrecta motivación del auto de cargos, vulnera la garantía al debido proceso y al derecho de defensa, que enmarcan no sólo aspectos de ritualidad y formalidad, sino verdaderas categorías sustanciales, pues no se está adelantando el juzgamiento con base en unos cargos claros y concretos, configurándose una irregularidad sustancial que deviene necesariamente en el decreto de nulidad, la cual aquí será declarada, desde el momento en que se realizó la formulación de cargos, inclusive.

Igualmente en la audiencia que se realizará con el propósito de adecuar correctamente la conducta del profesional en la norma disciplinaria, dejando a salvo las pruebas practicadas, y procediendo a exponerle al disciplinado los beneficios contemplados en la norma en caso de que confiese su responsabilidad en la falta que le sea endilgada.

Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Sala Dual Quinta de Decisión del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus facultades constitucionales y legales,

RESUELVE

PRIMERO. DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado, desde el pliego de cargos formulado en audiencia del 13 de octubre de 2010, inclusive, dejando a salvo las pruebas practicadas, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

SEGUNDO. Remítase el expediente a la Colegiatura de instancia.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

	JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

	Magistrado

	

	PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

	Magistrado
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